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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gustavo Borsari Brenna. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Américo Carrasco, Edgardo Ortuño, 
Javier Salsamendi, Daisy Tourné y Jorge Zás Fernández. 


INVITADOS: Señores contadores Hugo Fernández, Vicepresidente del Frigorífico Modelo S.A., y Álvaro 
Ustria, Gerente Financiero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a los contadores Hugo Fernández y Álvaro Ustria, Vicepresidente y Gerente 
Financiero del Frigorífico Modelo S.A respectivamente, quienes han concurrido para considerar el proyecto 
sobre Titularidad del Derecho de Propiedad sobre Inmuebles Rurales y Explotaciones Agropecuarias. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero agradecer a la Comisión que nos hayan recibido, pues así pueden 
tener la visión de la empresa sobre el proyecto de ley que está a estudio que, en definitiva, supondría la 
imposibilidad de ser titular de inmuebles rurales teniendo acciones al portador, obligando a que sean 
personas físicas o acciones nominativas. 


Ayer, en el suplemento "Análisis Tributario" del diario "El Observador", apareció un comentario que hace 
referencia a las explotaciones agropecuarias con nombre y apellido, que de eso se trata; documento que 
compartimos en sus lineamientos generales en el bien entendido de que se comenta que en el año 1999 quedó 
sin efecto -salvo excepciones- la disposición relativa a que las sociedades tuvieran que ser nominativas, como 
sucedía hasta ese entonces. En ese sentido, en el año 1999 se intentó poner a nuestro país en pie de igualdad 
respecto a la normativa que existe en la región y en otros países del mundo en cuanto a que este tipo de 
sociedades puedan tener libertad de elección en relación a su forma jurídica. Ese es un aspecto que creo que 
merece destacarse. 


En la normativa anterior al año 1999 se permitía, con excepciones, la titularidad de inmuebles rurales con 
acciones al portador; concretamente, el Frigorífico Modelo era una de esas excepciones y, por tanto, pudimos 
continuar cotizando en Bolsa y siendo una sociedad de capitales nacionales en su gran mayoría y con 
acciones al portador. 


En cuanto al trasfondo de este proyecto, uno interpreta que seguramente -y aquí se menciona- tenga relación 
con la identidad de los titulares que explotan esos inmuebles rurales; y en cierta medida hace relación a 
hechos recientes vinculados con grupos económicos cuyos titulares no se podían identificar. Entiendo que el 
foco de este aspecto puntual habría que centrarlo a nivel de los controles del Banco Central, que diría que 
oportunamente no respondieron a la altura de las circunstancias. 


También se hace referencia al narcotráfico; y en ese sentido la empresa siente que se trata de gente que se 
maneja con determinados criterios y que esta eventual modificación no atemperaría en nada esa situación, en 
el bien entendido de que normalmente quien se maneja en ese ámbito utiliza testaferros, acerca de quienes 
podemos tener información, pero en definitiva no vamos al fondo de la cuestión. 


Otro aspecto que merece destacarse es que en el proyecto de reforma tributaria inicial estaba prevista esta 
modificación, pero también se señalaba que el Poder Ejecutivo podía establecer excepciones. En ese entonces 
uno interpretaba que estaríamos retrotrayéndonos a la situación anterior al año 1999. Tal como está redactado 
el proyecto actual impone la condición de que en dos años las acciones que hoy pueden ser al portador o las 
sociedades titulares de acciones al portador tienen la obligatoriedad de pasar a ser nominativas. Ese es un 
aspecto central que, insisto, es el objeto de esta reunión. 


En cuanto al aspecto tributario, nuestra empresa, que cotiza en la Bolsa desde el año 1929 -origen de la 
sociedad- ha dado estricto cumplimiento a todas las obligaciones tributarias que en todos estos años se 
pueden haber dado. Como decía al principio, los capitales fundamentalmente son de origen nacional y todas 
las actividades que desarrolla son agroindustriales; algunas tienen asiento en Montevideo, como es la parte de 
suministro de frío, procesamiento de frutas y elaboración de jugos, y en lo que tiene que ver con la parte 
agropecuaria desarrollamos actividades vinculadas a la producción pecuaria tradicional: producción de arroz, 
producción forestal y, a nivel de cabaña, producción de ganado Aberdeen Angus. 


Sinceramente, también uno puede interpretar que esta medida apunta a tratar de evitar lo que, en cierta 
medida, se ha dado últimamente: un proceso de extranjerización en la tenencia de la tierra. Yo creo que a 
nivel de país la principal preocupación tendría que centrarse en el buen uso de la tierra, en un uso intensivo y 
con tecnologías actualizadas, porque en los dos extremos puede haber productores agropecuarios eficientes y 
no eficientes, y eso no depende de su origen sino de la forma en que se actúe respecto al uso del factor tierra. 
En definitiva, no compartimos esa visión que hoy se está manejando; este es un punto de vista que puede 
compartirse o no, pero es el de la empresa. 


Por analogía, uno podría interpretar que así como se piensa en la posibilidad de la nominatividad en el caso 
de los inmuebles rurales y, en definitiva, en la posibilidad de identificar quién es el titular que está detrás, eso 
sería válido para toda la actividad industrial y comercial del país. Entiendo que los mismos argumentos que 
se esgrimen en favor de esta posición en el sector agropecuario también serían válidos para la industria y el 
comercio del país. 


Esas son las reflexiones que nos merece el proyecto. Insisto en que en el aspecto tributario no significaría 
ningún cambio. Hoy la empresa paga el Impuesto a la Renta y el Impuesto al Patrimonio, y lo hace con 
seguridades adicionales, que seguramente no se tendrían en la medida en que se consideraran acciones 
nominativas que se atomizan; una vez atomizadas desde el punto de vista fiscal y con relación a la empresa 
Frigorífico Modelo, las seguridades desde el punto de vista fiscal seguramente no serían las mismas. 


Hay otra posible consecuencia que uno advierte si se aplicara el punto de vista del proyecto. En los últimos 
años en el país se ha dado un proceso de aumento del valor del factor tierra muy trascendente -que creo que 
no lo habíamos visto en años-, seguramente influenciado por inversionistas extranjeros de la región y de 
fuera de ella. También hay que señalar inversiones forestales que han supuesto fijar un cierto piso al valor 
tierra. Creo que esos son aspectos positivos porque, en definitiva, ello supone, en primer lugar, que gente que 
está endeudada haya solucionado por lo menos parcialmente sus problemas, y en segundo término, que en el 
país exista un valor tierra que esté actualizado respecto a los de la región y que, en definitiva, esto sea un 
factor dinámico. Creo que tal cual está redactado el proyecto, en los hechos implica que haya una reticencia 
en cuanto a la inversión en el sector rural y, como consecuencia de ello, una disminución del valor de la 
tierra; es mi interpretación personal. 


En cuanto a nuestra empresa, podemos esgrimir nuestros argumentos y manifestar cuáles son nuestras 
preocupaciones, pero claramente la decisión no va a ser nuestra. Enfrentados a una eventual situación -estoy 
hablando en función de cómo está esbozado el proyecto-, la empresa tendrá que tomar una decisión en dos 
años, y esta aparenta ser muy clara: el Frigorífico Modelo tendría que crear dos sociedades: una con la 
tenencia industrial y otra con la agropecuaria. Siendo una de las pocas empresas que cotiza en la Bolsa -hoy 
en la Bolsa de Valores de Montevideo cotizan solo cuatro o cinco empresas- dejaría de hacerlo y al día 
siguiente, en la medida en que un solo accionista vendiera su parte rural, ya serían dos empresas 
independientes. Es así que la decisión final involucraría al sector de los inmuebles agropecuarios, y 
seguramente la empresa después razone y defina en qué invertir, en qué sector y dónde. El dónde implicaría 
analizar eventuales inversiones en la región, en países en los que la carga impositiva sea algo menor, para 
intentar generar una rentabilidad aún mejor que la actual. Evidentemente, ese no es el deseo de la empresa, 
que es una unidad, lo que significa que actuamos con una administración que es común a todos los sectores 
de actividad agroindustrial. El deseo es continuar tal cual ha sido hasta el presente, apostando por el país, 
invirtiendo, con proyectos que apuntarían a afianzar algunas actividades de la empresa, y el sector 
agropecuario no es ajeno a eso. Pero si desde afuera se impone una determinada circunstancia, que tiene sus 
fundamentos -insisto en que no los compartimos-, nosotros vamos a ser tomadores de esas definiciones, y 
seguramente el final de la película implique que la empresa en particular tome la decisión de prescindir de 
sus inversiones en el sector rural. 


Otro aspecto que creo que merece consideración -en cierta medida la empresa puede dar certezas en ese 
sentido- es el relativo a la extranjerización de la tierra. En la medida en que hay utilidades, en nuestra 
empresa año a año se distribuyen dividendos o eventualmente se capitaliza por la vía accionaria a los 
accionistas. Dentro de ese paquete nosotros recibimos, fundamentalmente a corredores de bolsa, bancos que 
aglutinan una cantidad de accionistas y personas físicas que, como tales, se presentan en la sociedad y cobran 
sus dividendos o capitalizaciones. Perfectamente, la empresa podría exigir que en cada uno de los rubros, en 
cada una de las alternativas, se presentara una declaración jurada del involucrado -ya sea un banco, un 
corredor y, obviamente, una persona- respecto a la titularidad, es decir, si es residente o no. No sé si eso 
puede ser una solución al problema de la extranjerización, que aparenta ser una preocupación a nivel de 
algunas autoridades. Yo siento que más que esa preocupación por la extranjerización, lo principal para el país 
es dar fuentes de trabajo, utilizar tecnologías de punta y ser una referencia en la región, particularmente en la 
producción agropecuaria. Tenemos algunos elementos indirectos que, en cierta medida, también nos dan 
alguna pauta de cómo se actúa y cuáles son las reacciones del sector privado frente a determinadas 
definiciones que puedan existir, como en el caso particular de este proyecto. 


En lo que refiere a la carne, podemos mencionar el caso argentino. Últimamente, ha habido algunas medidas 
del Gobierno argentino que implican restricciones a la exportación de carnes. El reflejo o la consecuencia de 
esa definición, que es anacrónica, supone que Uruguay hoy tenga la mayor apertura de mercados en su 
historia -mucho más amplia, inclusive, que la que se dio en la época en la que estábamos libres de aftosa sin 
vacunación- y un sector dinámico; seguramente el más dinámico en la economía en los últimos tiempos. 
Insisto en que gozamos de una apertura de mercados como nunca antes tuvimos. 


Pensamos que, lejos de que Uruguay intente ser un elemento diferenciador respecto a lo que sucede en la 
región, por esta vía estaríamos afectando inversiones extranjeras, el valor del factor tierra y, en definitiva, no 


logrando ningún objetivo claro que signifique una mejora respecto a la situación anterior. 


Este es el comentario general que la empresa quería realizar. 


Quiero señalar que esta empresa tiene una tradición de casi ochenta años en el país, que tiene un origen 
familiar y que supone que hoy haya más de quinientos accionistas que están apostando por ella. Toda vez que 
se plantea un cambio uno supone que se apunta a obtener una mejora para el país, pero desde el punto de 
vista práctico no vemos que por esa vía se logre tal objetivo. A veces hay una tendencia a pensar que todo lo 
que hoy pueda existir en distintos ámbitos es o puede ser cuestionable. Entiendo que es sano pensar que hay 
cosas para mejorar y actuar en función de ello, pero a veces es solo cuestión de matices. Consideramos que 
con esta definición que se estaría tomando las excepciones quedarían de lado -insisto en que en el proyecto 
original, que hemos seguido de cerca, se hablaba de excepciones-, y sectores como el de la citricultura, el 
forestal, el arrocero y nuestra propia empresa estarían bajo una definición que implicaría la desaparición de la 
posibilidad de tener acciones al portador y, en los hechos, implicaría la obligación de la nominatividad. 


Doy por concluida esta exposición y quedamos abiertos a las inquietudes, a las preguntas o eventuales 
reflexiones que se quieran realizar. Esta es la visión que existe a nivel de la empresa y, en gran medida, la 
preocupación respecto a este proyecto tiene que ver -insisto- con que este cambio no es menor, pues inclusive 
se apunta a dejar de lado las excepciones. 


SEÑOR ALONSO.- Nosotros no vamos a abrir el debate porque no corresponde en presencia de la 
visita; a veces nos equivocamos y lo hacemos igual, por lo que voy a procurar ser lo más aséptico 
posible en los comentarios. Nosotros tenemos una posición contraria al proyecto, y queremos 
aprovechar su presencia para plantear alguna interrogante. 


Es singular que una empresa pida ser recibida, pues normalmente recibimos agremiaciones empresariales o 
centros empresariales. Me parece una buena idea, no creo que esté mal, pero en este caso se da una 
particularidad: se trata de una agroindustria que cotiza en bolsa, que es una sociedad anónima abierta. Para 
una sociedad como en la que yo pienso es el sueño del pibe: es la incorporación de valor a la cadena 
productiva, la prosecución de eficiencias, de economías de escala y de captación de ahorro de los 
particulares. No sé cuánto tiempo hace que cotiza en la Bolsa, pero en las primeras incursiones que tuve en la 
actividad profesional -hace varias décadas-, el Frigorífico Modelo ya cotizaba desde hacía tiempo, aunque en 
ese momento no estaba muy bien. 


Sin duda, por lo expuesto aparece como un modelo de empresa que parecería diseñado a la medida de las 
necesidades que tiene el país y de las ventajas comparativas que ofrece como productor de bienes primarios; 
además, hay que tener en cuenta las posibilidades que han sobrevenido de la mejora de la colocación de los 
productos cada vez con más valor agregado y la posibilidad cierta de hacerlo en forma abierta con 
participación de capital de pequeños inversores, porque la acción más baja debe estar al alcance de cualquier 
ciudadano. 


Por otra parte, quiero señalar que el hecho de desconocer el funcionamiento de la empresa es una de las 
dificultades que se genera cuando viene una concretamente; nosotros no podemos tomar bandera por una 
empresa. Entonces, quisiera saber si no existe alguna inquietud en el sentido de organizar gremialmente a las 
agroindustrias en el Uruguay. Existen algunas otras empresas que, sin girar estrictamente en los mismos 
rubros en los que ustedes trabajan, tienen componentes que las hacen por lo menos comparables a la hora de 
hacer planteos de este tipo. La fuerza de la unión le da un valor mayor al reclamo. En este caso es un reclamo 
de la empresa, cuyo planteo se entiende perfectamente y el Partido Nacional lo comparte. Pero si existiera 
una suerte de frente común de empresas vinculadas a la incorporación de valor a la cadena productiva, a 
agroindustrias que son sociedades anónimas, se me ocurre que como grupo podrían ejercer una mayor 
presión que la que legítimamente pueda tener una sola empresa, en la organización democrática que los 
uruguayos tenemos. 


(Ocupa la presidencia el señor Representante Cánepa) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero agradecer el pedido de entrevista del Frigorífico 
Modelo. 


Como decía el señor Diputado Alonso, para nosotros fue una sorpresa el pedido de entrevista. La Comisión 
no estila recibir a empresas, en particular cuando se tratan proyectos; generalmente recibe asociaciones o 
federaciones vinculadas a distintos sectores de la economía o de la actividad, dada la cantidad de proyectos 


que trata. Pero hemos aceptado el pedido de esta empresa por lo que implica para su futuro este proyecto de 
ley a consideración de la Comisión. Sentíamos curiosidad de por qué una empresa en particular solicitaba una 
entrevista, pero quedamos satisfechos con las explicaciones vertidas. 


Por otra parte, no vamos a entrar -como decía el señor Diputado Alonso- en el debate de los fundamentos del 
proyecto. Fue llamativo que aparte de la exposición de la empresa, se hicieran valoraciones de fondo, 
obviamente políticas en el sentido amplio de la palabra, con respecto a si se comparte o no este proyecto de 
ley, a cuáles son las razones por las que el Poder Ejecutivo lo eleva al tratamiento de este Parlamento. 


En nombre de la bancada de Gobierno, quiero decir que hemos escuchado con atención los fundamentos y 
argumentos dados por la empresa Frigorífico Modelo y que ya hemos recibido a los productores forestales, a 
la Asociación Rural y que nos resta atender a algunos otros sectores. 


No está en el ánimo del Gobierno ni de esta bancada de Gobierno el no escuchar, sino que lo hacemos y con 
atención para tratar de arribar a la mejor solución, cuando todos somos conscientes de que se generan 
cambios en las reglas, como ocurrió en 1999, Los cambios de reglas pueden ser positivos. En 1999, después 
de treinta y cinco años de seguirse las mismas reglas en cuanto a la tenencia de la tierra por parte de las 
sociedades anónimas al portador, se cambiaron. Siempre que hay un cambio de reglas, obviamente, más allá 
de tomar la decisión política de hacerlo, uno tiene que atender todas las posibilidades relacionadas con que 
esos cambios se realicen con la mejor transición posible. 


Más allá de estas consideraciones y de dar tranquilidad a los invitados de que este tema será considerado en 
un debate a futuro, quería señalar algo que me resultó muy llamativo. Más allá de que el hecho de que el 
proyecto se apruebe tal como está redactado -luego se verá si se sanciona con algunas otras modificaciones- 
pueda generar alguna necesidad de cambio en la conformación jurídica actual de la empresa en relación a la 
explotación de los distintos sectores de la economía que desarrolla, tanto en la parte industrial como en la 
agropecuaria, no advertí que haya una relación directa entre ambas cosas; mejor dicho, no se nos ha 
transmitido la posibilidad cierta de que, con respecto a futuras inversiones cuya realización ya estaría 
decidida, este cambio de situación jurídica que supone dividir la empresa en dos implicara enlentecerlas o 
desecharlas. En ese sentido, quisiera saber cuál es la relación de nexo o causal directa. 


Quizás, por mi poca experiencia no logro comprender el nexo o causal directa que existiría entre las 
inversiones que se puedan realizar para mejorar la gestión de la empresa con un cambio de posibilidad social. 
La unidad de la empresa no está en discusión, pues muchas empresas tienen varios tipos de sociedades y de 
formato jurídico para trabajar en distintas áreas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En la participación previa yo decía que la empresa desde su origen -1929- es 
una sociedad anónima con acciones al portador y que desde esa fecha cotiza en la Bolsa. Según tengo 
entendido -y creo no equivocarme- es la segunda empresa más antigua en el país que cotiza en la Bolsa 
de Valores y en forma ininterrumpida; esto no es un tema menor. Insisto: creo que a ese nivel puede ser 
un referente; lo sentimos como un valor y una cuestión no menor en el contexto de otras situaciones. 
Hay muchas empresas que ya no están y otras han quedado por el camino por distintas circunstancias. 


Con respecto a la solicitud de entrevista a esta Comisión en forma individual, como empresa, estábamos en 
conocimiento de que otras agremiaciones -estamos en contacto fluido con la Asociación Rural y también con 
la Sociedad de Productores Forestales porque la empresa tiene plantaciones forestales- habían transmitido sus 
inquietudes, y nosotros también queríamos hacerlo. Aquí de lo que se trata -quizás en una forma más 
específica y relacionada con la sociedad propiamente dicha- es de esgrimir algún argumento que, de pronto, 
no es común porque cada situación seguramente es distinta. Lo expuesto tiene que ver con el porqué del 
planteo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Borsari Brenna) 


Hay otra preocupación que también ya comenté: en el proyecto original del Ministerio de Economía y 
Finanzas se hacía relación a esta situación, pero también se hablaba de excepciones, tal cual figuraban 
anteriormente, en 1999. Nosotros asumíamos que en ese contexto claramente la empresa iba a ser una de las 
excepciones, por los motivos ya esgrimidos. 


En cuanto a las inversiones futuras, puedo afirmar que si, tal cual está proyectado, se prohibe la tenencia con 
acciones al portador de inmuebles rurales, desde el punto de vista formal, al día siguiente o a los dos años - 
que es el plazo establecido en el proyecto- la sociedad se abre. Hoy integran la empresa quinientos 
accionistas; si uno vendiera su participación rural, en los hechos ello supondría que la nueva sociedad 
Frigorífico Modelo S.A. sector agropecuario no estaría conformada de la misma forma. Entonces, claramente 
se impone la condición -que no depende de nosotros; es la realidad- de ser dos sociedades independientes y, 
entonces, habría que plantearse lo siguiente. ¿Tiene sentido para el Frigorífico Modelo toda la complicación 
que implica un proceso de nominatividad? 


Por otro lado, esto no cambia nada desde el punto de vista tributario; inclusive, si se piensa en la imposición 
al patrimonio agropecuario a futuro, siempre va a pagar mucho más la empresa como conjunto que a nivel 
individual atomizado. Entonces, esto no tiene ventajas comparativas y, seguramente, para la empresa ese 
manejo agropecuario sea una complicación o una dificultad. Desde ese punto de vista, seguramente el camino 
que la empresa vaya a tomar sea el más simple, que implica realizar sus bienes agropecuarios y, en definitiva 
-esa es un poco la definición-, analizar con tiempo y mesura en qué se invierte, en dónde y en qué país. Hoy 
se está hablando de fuentes uruguayas, pero eventualmente hay otros países de la región que pueden ofrecer 
mejor rentabilidad, que es uno de los factores esenciales a analizar. Toda vez que uno, como Director de una 
sociedad anónima cotizante en Bolsa -lo que está regido por la Ley N* 16.060-, tiene que actuar, debe hacerlo 
como un buen padre de familia y administrar los bienes que son de terceros de la mejor forma posible. Sería 
ingenuo de nuestra parte adoptar una decisión que implique tomar una alternativa de nominatividad con 
complicaciones importantes. Ya en el vamos esto supone generar dos sociedades diferentes con 
administraciones que, a la postre, tendrían que ser distintas. Entonces, la solución más clara es la realización 
y, en definitiva, definir dónde y en qué se invierte. Este es el sentir y la definición. 


Por otra parte, en general todos somos conscientes de que cada vez que hablamos de inversores -no estoy 
hablando de nacionales o extranjeros; creo que en esto hay un denominador común-, pensamos en que son los 
seres más sensibles que existen en la tierra ya que, frente al menor grado de inseguridad jurídica, la primera 
decisión que adoptan -lo hemos vivido- es sacar los fondos del país y volcarlos en el exterior. 


En la medida en que hay un cambio trascendente como el que se propone, la mejor alternativa para el sector 
agropecuario -quizás este sea el razonamiento que la empresa puede hacer-, supone poner un freno, razonar, 
pensar en la mejor posibilidad que se pueda disponer y, en definitiva, después actuar. 


Hay otro aspecto, que no es menor, referido a la cotización y a la valoración del factor tierra; en este caso, 
casi no tengo temor a equivocarme al decir que ello va a ser un freno a la inversión. Siento genuinamente que 
el país y el Gobierno tienen que preocuparse de que el sector agropecuario sea lo más rentable y eficiente 
posible, aplicando técnicas y tecnologías de última generación. Sinceramente, no me importa lo relativo a la 
tenencia, si es de un extranjero o de un productor nacional. Puede haber productores nacionales que seamos - 
me incluyo- malos ejemplos y productores extranjeros eficientes. Creo que el centro del problema no está en 
la tenencia ni en el tipo de tenencia sino más bien en la eficiencia con que se explota el bien. Ello es válido 
tanto en el sector agropecuario como en la industria o en el comercio; y a ello debe apuntarse. Esta es una 
reflexión, una opinión; no más que eso. 


Lo que la empresa dice claramente es que, si se aprueba el proyecto tal como está redactado, seguramente la 
posición final que se adoptará será la de realizar los inmuebles agropecuarios para después decidir en qué, 
cómo y dónde invertir. 


Respecto a si hay alguna agremiación de agroindustrias en el Uruguay, explícitamente no existe; quizás se 
maneje en forma sectorial. Hay un sector forestal y un sector citrícola; en este último participamos 
indirectamente porque actuamos con una cooperativa de productores del sur desde hace más de quince años; 
les hacemos el servicio de empaque de frutas y la posterior industrialización de lo que llamamos fruta- 
industria. Eso se maneja a nivel sectorial: citrícola, forestal y arrocero. 


Hoy por hoy a nivel de país no existe ninguna agremiación de agroindustrias. Podría ser una alternativa a 
imaginar a futuro. 


Como dije anteriormente, teníamos conocimiento de que por aquí habían asistido distintas agremiaciones y, 
como no tuvimos oportunidad de dar nuestro punto de vista, solicitamos esta entrevista; quizás sea fruto de 
los cambios y la premura con que en cierta medida ya se comenzó a operar. No debemos olvidar que 


arrancamos con una reforma tributaria que suponía prácticamente la eliminación del Impuesto al Patrimonio 
a la persona física, que se dejaba, en forma prácticamente testimonial, al uno por mil; hoy sabemos que ese 
impuesto se eliminaría quizás en diez o en quince años. Estos no son cambios menores. 


Por último, voy a plantear un tema que quizás no sea el foco del problema. ¡Ojalá que estos cambios que se 
están proponiendo no terminen siendo un eventual ajuste fiscal! Sentimos que se está manteniendo una 
cantidad de impuestos y que hay otros que se agregan como, por ejemplo, el Impuesto a la Renta, que más 
que gravar la renta grava el ingreso porque las deducciones están muy acotadas y limitadas. Por tanto, 
estamos agregando impuestos; no se está dando una baja de la carga fiscal, precisamente. 


Ya que estamos hablando del sector agropecuario, quiero señalar que, a nivel de la empresa en particular, el 
Estado se comprometió a dar un subsidio o complemento a los productores forestales para sus plantaciones. 
En ese sentido la empresa tiene un monto que no es menor y que a la fecha no canceló; estamos hablando de 
una cifra realmente importante. 


Entonces, se da el contrasentido de que, por un lado, como es lógico, se exige el cumplimiento estricto en 
todo lo que hace a los aportes al Fisco y, por otro, la empresa tiene un crédito que supera los US$ 100.000 y 
hasta la fecha ha habido intentos de buscar una solución, pero no hubo definiciones ni soluciones. Estamos 
hablando del sector forestal; estamos hablando de hasta dónde puede llegar, en qué tierra se puede plantar, de 
que hay montos de dinero ya devengados y que desde 1990 a la fecha estamos sin solución. Pretendemos que 
las reglas de juego sean claras, porque la empresa como tal ha respondido en todos estos años y, como 
contraparte, queremos que se actúe de la misma forma. 


SEÑOR ORTUÑO.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia de quienes hoy nos visitan, pues 
nos resulta importante. 


Nosotros venimos escuchando opiniones de distintos actores sobre este y otros proyectos que, por suerte, son 
opinables; hay visiones distintas e, inclusive, agrupaciones empresariales vinculadas a la agroindustria tienen 
matices y posiciones diferentes. Creo que del intercambio que podamos realizar entre todos, vamos a lograr 
una ley más rica y mejor para todos. 


No quería dejar pasar la oportunidad de expresar que personalmente, con gusto, intercambiábamos ideas 
sobre alguno de los otros conceptos que manejó el contador Fernández. Pero adelanto con mucho énfasis que 
este Gobierno no se ha planteado hacer un ajuste fiscal -lo hemos criticado en el pasado-; no lo hemos hecho 
ni lo vamos a hacer. Por el contrario, estamos tratando -como lo muestran los indicadores económicos, 
particularmente en el sector de la exportación de carne- de profundizar la reactivación económica en el país, 
de generar un marco distinto en la operativa, precisamente basado en la seguridad jurídica y el ordenamiento 
del esquema impositivo. Así que pueden estar tranquilos en cuanto a que no se va a transitar por ese camino 
y, efectivamente, como lo están mostrando los indicadores económicos, el país va a seguir caminando por 
una senda ascendente. 


SEÑOR ALONSO.- Creo que esta es una discusión que debería realizarse en la Comisión de Hacienda, 
que también integramos. Recomendaría a quienes nos visitan que solicitaran audiencia para hacer sus 
planteos en esa Comisión. A las personas que no son de esta Casa les resulta difícil interpretar cuáles 
son los códigos con los que trabajamos. Normalmente, la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración no recibe empresas; no quiere decir que nunca las reciba, pero el 
tipo de trabajo y la competencia que tiene la Comisión hace que la vinculación sea a través de 
corporaciones. Sin embargo, es muy común que las otras Comisiones sí reciban a empresas, 
especialmente la de Hacienda. Por lo tanto, recomendaría que hicieran este planteo en ese ámbito y 
quizás en esa oportunidad podamos debatir sobre si esto es o no un ajuste fiscal; para nosotros ya lo es. 
A nuestro entender, es un ajuste fiscal, particularmente para algunos sectores de la actividad; lo es 
tanto para la industria como para el sector agropecuario porque aumenta su carga tributaria. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Agradecemos que nos hayan recibido, haciendo una excepción. 


Simplemente hemos venido a plantear la visión de la empresa, su punto de vista; lo nuestro fue una reflexión. 
Compartimos el criterio que se está manejando en el caso puntual del proyecto, que es el de escuchar las 


distintas opiniones de quienes estamos en la actividad. En definitiva, eso puede aportar algún elemento de 
juicio que, en cierta medida, colabore y enriquezca el producto final, es decir la ley, para que resulte 
adecuada a los intereses generales de todos los involucrados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siempre son bienvenidos los aportes. 


La Comisión agradece la presencia de la delegación del Frigorífico Modelo. 


(Se retira de Sala la delegación del Frigorífico Modelo) 


Vamos a considerar el proyecto de ley sobre responsabilidad civil del Estado por daños causados a 
terceros en la ejecución de servicios públicos. 


SEÑOR ORTUÑO.- No me voy a extender en las consideraciones generales que ya hiciéramos en la 
sesión pasada y hace un año en oportunidad del primer tratamiento del proyecto. Sí queríamos 
presentar a los colegas de la Comisión alguna propuesta que contempla las observaciones planteadas 
por algunos legisladores en la sesión anterior, en particular la preocupación que expresaba el señor 
Diputado Orrico en el sentido de que tal como había sido formulado el texto no contemplaba la 
eventualidad de transacciones judiciales o extrajudiciales a las que se pudiera arribar en el transcurso 
de un juicio contra el Estado, que es la situación que estaba prevista inicialmente en los casos en que 
exista sentencia ejecutoriada. Por esa razón vamos a proponer la incorporación de un artículo que 
aclara esa situación que me parece oportuno contemplar, lo que implica hacer los ajustes al resto del 
texto en consonancia con ello. 


Se trata de un artículo adicional que estamos agregando en atención al planteo realizado por el señor 
Diputado Orrico en la sesión anterior. Entonces, estaríamos proponiendo un texto que sería el artículo 2", que 
establecería lo siguiente: "La disposición contenida en el artículo 1* de la presente ley será aplicable en los 
casos que las partes arriben a un acuerdo transaccional en el curso del proceso jurisdiccional instaurado, así 
como la hipótesis de que el damnificado y el Estado transen extrajudicialmente". Esa es la modificación que 
planteamos. Por supuesto que la numeración de los artículos subsiguientes debería ser ajustada. 


Asimismo, en el anterior artículo 3”, que ahora sería el 4%, luego de establecer "toda sentencia de condena 
ejecutoriada que fuera dictada en el marco de la responsabilidad civil prevista en el artículo 24 de la 
Constitución", debería agregarse: "así como toda transacción judicial o extrajudicial", y luego seguir con el 
texto como estaba planteado anteriormente, es decir, que "deberá ser comunicada por el organismo estatal 
involucrado dentro del plazo que la reglamentación determine a la Dirección de Asuntos Constitucionales, 
Legales y Registrales a efectos de su incorporación en el registro al que refiere el artículo anterior". 


Es cuanto teníamos para aportar. Coincidimos con lo que se ha planteado. Según han dicho legisladores de 
todos los partidos que integraron con anterioridad esta Comisión, cuanto antes podamos aportar al Estado y al 
país un marco de referencia jurídica que atienda y prevenga estas situaciones que tanto perjuicio le han 
generado, será mejor. 


SEÑOR CÁNEPA.- Ya hace un año y medio que estamos tratando este tema en la Comisión y se dio 
tiempo para hacer las consultas necesarias dada la nueva realidad institucional que surgió a partir de 
las reformas realizadas en el último Presupuesto Nacional. 


Como bien dijo el señor Diputado Ortuño, los señores Diputados Orrico y Lacalle Pou plantearon incluir el 
tema de la transacción en el proyecto. Por lo tanto, solicitaría que comenzáramos a votar los artículos, pues a 
esta altura hay una fundamentación más que abundante del proyecto y han sido explicados cada uno de los 
artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recogemos el planteamiento del señor Diputado Cánepa con mucho gusto, 
pero el Partido Nacional solicita una semana para estudiar las modificaciones propuestas por el señor 
Diputado Ortuño; después estaremos en condiciones de votar este proyecto. 


SEÑOR ORTUÑO.- Nosotros no tenemos ningún problema en acceder al planteo del Partido Nacional 
en la medida en que hoy tiene una presencia en la Comisión que no es totalmente representativa. Pero 
queríamos dejar constancia en la versión taquigráfica -para la consulta de los colegas y su toma de 
posición- que la otra observación, duda o reflexión que se planteó en la sesión anterior acerca de si esto 
alcanzaría a la hipótesis de un Intendente o a las jerarquías, está expresamente contemplada, porque 
coincidimos con la preocupación y porque impulsamos el proyecto no solo para mejorar el marco de 
responsabilidad de actuación de los funcionarios públicos sino también de los jerarcas. Esto está 
contemplado en el nuevo artículo que estamos proponiendo, que dice: "A los efectos de las 
responsabilidades establecidas en esta ley se entienden por funcionarios públicos a todos aquellos 
comprendidos en la disposición contenida en el artículo 175 del Código Penal, en la redacción 
establecida por el artículo 8” de la Ley N” 17.060, sean subordinados o jerarcas de cualquier condición 
institucional". Por suerte, la Secretaría, como nos tiene acostumbrados, ha incluido en las disposiciones 
referidas dicho artículo del Código Penal, que dice lo siguiente: "(Concepto de funcionario público).- A 
los efectos de este Código, se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan una 
función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de carácter legislativo, administrativo o 
judicial, en el Estado, en el Municipio o en cualquier ente público o persona pública no estatal". 


Esto adelanta y salva una eventual discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


